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UNA DE LAS MEJORES noticias políticas de esta legislatura es el
intento del actual ministro de Educación, Ángel Gabilondo, por
forjar un pacto para la reforma de la educación que englobe no
sólo a las dos fuerzas políticas capaces de alcanzar el Gobierno de
la nación (PSOE y PP), sino también a los Gobiernos de las comuni-
dades autónomas, que, de acuerdo con la Constitución, son las
encargadas de gestionar el sistema educativo. La sociedad españo-
la lleva tanto tiempo reclamando ese pacto y los partidos políticos
llevan tanto tiempo asegurando que están dispuestos a alcanzar
un consenso básico que es posible que nadie se arriesgue en estos
momentos a sabotear el esfuerzo.

Desaprovechar esta ocasión, precisa-
mente en un momento en el que se atravie-
sa una feroz crisis económica cuyas peores
consecuencias, a medio plazo, sólo podrán
ser evitadas haciendo más eficaz al sistema
educativo, sería traicionar a la ciudadanía
en su conjunto. Una traición mucho más
real y desmoralizadora que cualquiera otra
de las que se pregonan y anuncian cada día
en algunos medios de comunicación. Si es-
ta vez, en estas amargas circunstancias, no
es posible lograr un acuerdo, la culpa será
tanto de los partidos que provoquen la rup-
tura o congelen los avances como de la
propia sociedad, incapaz de valorar el da-
ño que sufriría y de presionar a sus representantes para que,
aunque no olviden sus desavenencias, dejen fuera de la mesa los
enfrentamientos y consigan un marco básico de acuerdo. Quie-
nes, desde los medios de comunicación o los partidos, jaleen la
pelea y alienten exigencias imposibles serán quienes realmente
atentarán contra el futuro de este país.

Promover el consenso no quiere decir, sin embargo, renunciar
a participar en el debate con propuestas y análisis razonados. Uno
de los documentos más interesantes que circulan estos días en los
medios educativos es el presentado por el colectivo Lorenzo Luzu-
riaga (www.colectivolorenzoluzuriaga.com). Una de las mayores
preocupaciones de este colectivo es el papel y el futuro de la

escuela pública, que no tiene nada que ver con la enseñanza
gratuita, sino con la utilización de la educación como la vía para
vertebrar un país desde un punto de vista social, intercultural e
interterritorial, garantizando los principios de igualdad y cohesión.

El debilitamiento de la escuela pública nace generalmente en
el debilitamiento del Estado, que no incluye sólo a las institucio-
nes centrales, sino también a las comunidades autónomas o pode-
res federales. Evitar la debilidad del Estado supone que sus institu-
ciones actúen de forma coordinada, lo que en el caso de la educa-
ción implica conceder un papel mucho mayor a la Conferencia
Sectorial que reúne al ministro y a los consejeros de Educación de

las diferentes comunidades y que es el órga-
no encargado de aprobar y de poner en
marcha la programación general de la ense-
ñanza. Cualquier reforma producto del pac-
to que se negocia ahora debería ser imple-
mentada por ese Consejo Sectorial.

Fortalecer la escuela pública supone
también reconocer, y fortalecer, el papel
del Gobierno central en el ejercicio de sus
propias competencias, algo que hasta aho-
ra se ha olvidado casi por completo. El co-
lectivo Lorenzo Luzuriaga hace constar
que transcurridas tres décadas desde la dis-
tribución de competencias, el ejercicio real
de las mismas ha dificultado la definición

de cualquier plan de carácter nacional de mejora de la educación.
El problema, señala, ha estado sobre todo en el propio Ministerio
de Educación, que, sea cual sea su color político, no ha ejercido
con la responsabilidad que debiera las competencias atribuidas
por la Constitución y las leyes orgánicas, y se ha centrado sólo en
la ordenación general del sistema, descuidando sus funciones de
liderazgo y de supervisión del sistema educativo descentralizado.
Es el Gobierno central y el Estado, como garante de la igualdad y
cohesión, quienes deben impulsar la defensa de la red de escuelas
públicas y quienes han debido resaltar su papel frente a las escue-
las privadas concertadas. O
solg@elpais.es

SÁBAT, UNO DE LOS GRANDES periodistas y
humoristas de esta lengua (colega de
nuestro Matt), que dibuja con una agude-
za imborrable en el Clarín de Buenos Ai-
res, suele decir, en lugar de “volver a vi-
vir”, “vivir a volver”. Y si uno lo mira
bien, es así como debiera decirse. Vivir a
volver. La nostalgia se alimenta de lo que
esa frase tiene dentro, y hay una época
de la vida en que los hombres y los pue-
blos viven a volver, no vuelven a vivir.

Un poeta ecuatoriano, Jorge E. Adoum,
le contó un día a su amigo uruguayo Ma-
rio Benedetti algo que leyó en una pared
de Quito: “Cuando teníamos todas las res-
puestas nos cambiaron las preguntas”.
Así estamos, contestando preguntas que,
en cuanto las respondes, ya se convierten
en otras interrogantes.

Estos días he sentido ese abismo: co-
mo si el suelo macizo de las respuestas
que ya hemos dado se resquebrajara y
fuera otro el piso, y otras las preguntas. Y
vuelta a empezar. Vivir a volver.

Cuando ya sabes que el ordenamiento
penal español ha superado aquella histo-
ria de la cadena perpetua, que suena
exactamente como suenan las cadenas
perpetuas, carrillones que se parecen al
sonido de la venganza, salta Javier Are-
nas y nos pone a debatir sobre la cadena
perpetua. Cuando uno oye otra vez pala-
bras así (cadena y perpetua) es como si el

manto del pasado (vivir a volver) cayera
sobre este tiempo para hacerlo un poqui-
to menos respirable. Aún.

Lo de la cadena perpetua se ha incrusta-
do como una materia grave, y por tanto
pesada, en medio de la otra controversia
que parecía inacabable, la discusión sobre
los empadronamientos. Aquí las conversa-
ciones son como el azúcar, y como el azú-
car se diluyen en el café grueso de las ma-
ñanas. Bastó que los partidos políticos em-
pezaran a ver cómo se escurrían fuera de
sus disciplinas los díscolos de Torrejón y
de Vic para que aquel jaleo de los empadro-
namientos pasara como un celaje. Y a otra
cosa, mariposa. No reposan unas discusio-
nes cuando ya proponen otras. Este país va
a morir de torticolis de tanto vivir a volver.

Ahora hemos tenido la ocurrencia
grave de la cadena perpetua. A Javier
Arenas le dio el pálpito de que éste es
uno de los grandes asuntos nacionales.
La semana anterior el gran asunto na-
cional (que alentó su compañera María
Dolores de Cospedal) era el empadrona-
miento cerrado. Esa discusión les dejó
a los dos malheridos, porque se pusie-
ron a discutir en la plaza pública y salie-
ron hechos jirones. Como una mancha
limpia la otra, ahora ha sido él quien ha
alentado ese otro afán. Vivir a volver
parece ser la divisa. Y la gente gira co-
mo si estuviera ante un partido de te-
nis, mirando a un lado y al otro para ver
cuál es la próxima pregunta. O
jcruz@elpais.es

Santos Juliá

LOS VIMOS LLEGAR CON CIERTA incredulidad
pronto transformada en euforia: España,
país de emigración, de donde habían sali-
do millones de personas, en años no tan
lejanos como para que se hayan borrado
de nuestras retinas las viejas maletas de
madera atadas con una guita, se convertía
a marchas forzadas en país de inmigra-
ción, adonde llegaban millones de perso-
nas en busca de un pan que llevarse a la
boca. ¿Cuántos, exactamente? Pues, si los
datos del INE son correctos, nada menos
que 5.440.948 desde enero de 1999 hasta
diciembre de 2008, un poco menos de los
que probablemente residen ahora entre
nosotros: 5,6 millones.

El impacto de estos millones de perso-
nas sobre la población española es impre-
sionante: España ha sido el país demográfi-
camente más dinámico de la Unión Euro-
pea en la última década. Por supuesto, la
población ha crecido más que en cual-
quier otro: de 40 hemos pasado a ser 46
millones en estos 10 años. Pero hay mu-
cho más que el mero crecimiento cuantita-
tivo: sin el aporte de la inmigración, nues-
tra población sería hoy en su conjunto
más vieja, habría en ella muchos menos
niños y, sobre todo, muchos menos jóve-
nes de entre 20 y 35 años, las mujeres ha-
brían tenido más dificultades para ocupar
puestos de trabajo al nivel de sus estudios
y la seguridad social estaría amenazada de

quiebra en un plazo más corto del que
anuncian voces autorizadas. Y además, sin
inmigrantes, seríamos menos ricos de lo
que creímos ser mientras duró la fiesta.

La fiesta consistió en que los empleos
desertados por los nativos encontraron en
ellos rápido repuesto, tantas veces sin con-
trato: trabajo en la agricultura, la construc-
ción y los servicios públicos y personales
de bajo valor añadido y con salarios envile-
cidos. Explotación, se llamaba antes la fi-
gura, y mientras hay márgenes para explo-
tar fuerza de trabajo barata, todos caben.
Las regularizaciones de sin papeles se suce-
dieron; los sindicatos, convertidos en for-
taleza de empleados con contrato indefini-
do, no pestañearon: se trataba en su mayo-
ría de una mano de obra que se movía en
un mercado cuidadosamente segmenta-
do, no competitivo para sus afiliados. Y
así, a la par que millones de inmigrantes
hacían funcionar la máquina desde los fo-
gones de una sociedad que de rural había
pasado a ser de servicios, y dinamizaban
la demografía, elevando en unas décimas
el índice sintético de fecundidad y echan-
do el freno a la acelerada carrera al enveje-
cimiento, los nativos los acogimos presu-
miendo de conducirnos con ellos como
era debido: España, no hay ni que recor-
darlo, no es racista.

Pero la burbuja estalló y se llevó por
delante millones de puestos de trabajo, en
la construcción desaforada, pero también
en la industria y en los servicios. El paro
conquistó el primer puesto, y a gran distan-
cia, en las preocupaciones de los españo-
les. Con razón, porque este paro no se
debe a un incremento de la población acti-
va sino a una caída en picado de la ocupa-

da, es decir, a una masiva destrucción de
puestos de trabajo de difícil, tal vez imposi-
ble, reposición. Otros fantasmas de un pa-
sado más reciente han vuelto a rondar
nuestros recuerdos: 10 años, 10, costó recu-
perar el número de empleos de 1976. En la
actualidad no hay ningún motivo para pen-
sar que la economía española pueda recu-
perar en un plazo más corto el nivel de
empleo de 2007. En aquella década hubo
que sustituir los sobrantes de empleo agra-
rio por empleo nuevo en servicios; ahora,
los puestos en servicios que puedan crear-
se o son de alto valor añadido o no serán. Y
lo primero no se crea del día a la noche, así
se promulguen leyes y decretos.

Y entonces todas las miradas se dirigen
a los inmigrantes. La consigna de las próxi-
mas elecciones ya se ha echado a rodar:
no cabemos todos. No es casualidad que
haya sido acuñada en Vic. Allí, en Vic, los
inmigrantes son ya el 20% de la pobla-
ción: son, pues, enormemente visibles. Y
allí es fuerte un nacionalismo radical, que
actúa a modo de espoleta de una singular
competencia política en la que todos pug-
nan por ser, o parecer, más nacionalistas
que el vecino por si acaso esa demagogia
nacional-populista sirve para no perder
votos. Y en medio de estas pugnas, con el
tripartito en ascuas y las elecciones a un
año vista, los inmigrantes llevan todas las
perder: son siempre los chivos expiato-
rios. Primera reacción, pues, negar su exis-
tencia: no empadronarlos si no tienen pa-
peles o no disponen de un puñado de
metros. Así es como si no existieran. Lue-
go, una vez que no existan, habrá tiempo
de demostrarles que si antes cabíamos,
ahora ya no cabemos todos. O

YEBRA EN GUADALAJARA, Ascó en Tarragona,
Villar de Cañas en Cuenca y Santervás de
Campos en Valladolid inauguraron la lista
de aspirantes a la construcción del Almacén
Temporal Centralizado de residuos nuclea-
res (ATC). Los presidentes de Castilla-La
Mancha y de Cataluña, los socialistas José
María Barreda y José Montilla, se han opues-
to a la pretensión de sus respectivos ayunta-
mientos con el absurdo argumento de que
ya han contribuido al bien común con la
instalación de centrales nucleares en su te-
rritorio. Ni siquiera cabe explicar esa actitud
como una manifestación del síndrome nim-
by, el acrónimo inglés de la expresión not in
my back yard [no en mi patio trasero], que
justifica el rechazo de una medida beneficio-
sa para la colectividad por razones egoístas.
Porque los potenciales riesgos del ATC los
asumen los ayuntamientos solicitantes en
el ejercicio de una competencia que la auto-
nomía municipal les garantiza.

El enfrentamiento de los dos presiden-
tes autonómicos con sus respectivos alcal-
des no es la única contradicción señalable.
La presidenta regional y secretaria de orga-
nización del PP ha abierto un expediente
al alcalde de Yebra, militante del Partido
Popular, mientras Mariano Rajoy —“no
tengo opinión formada”— se llama anda-
na en el asunto. También el presidente de
CiU, Artur Mas, discrepa de su correligiona-

rio el alcalde de Ascó. Y hasta el presidente
del Gobierno parece dispuesto a esperar a
la hora del consenso universal para resol-
ver el concurso de un proyecto aprobado
por el Consejo de Ministros cuando era
titular de Industria el actual presidente de
la Generalitat.

La actitud de los presidentes autonómi-
cos socialistas y de los dirigentes del PP y de
CiU frente a la construcción del ATC —exigi-
da por la saturación de las piscinas de resi-
duos de las centrales— refleja el temor de
unos y otros a las negativas consecuencias
que pudiera tener esa decisión sobre las
elecciones catalanas del otoño de 2010 y
castellano-manchegas de la primavera de
2011. En un logrado ensayo de divulgación
científica (El ecologista nuclear, Espasa,
2009), el investigador y catedrático Juan Jo-
sé Gómez Cadenas describe la niebla tóxica
de estereotipos caricaturescos y de prejui-
cios viscerales que impide un debate racio-
nal sobre los depósitos de residuos radio-
activos, reflejo de la arraigada hostilidad
social a la energía nuclear pacífica que las
fuerzas políticas no se atreven a desafiar y
que incluso alimentan —como ocurrió en
Garoña el verano pasado— con su funda-
mentalismo ecologicista.

El Congreso votó por unanimidad hace
cinco años a favor de la construcción de un
ATC para los residuos radioactivos de las
centrales españolas. El escaso coraje de los
altos cargos del Estado central y autonómi-
co y de las tres principales formaciones par-
lamentarias —socialistas, populares y nacio-
nalistas catalanes— para ser consecuentes
con sus decisiones y para asumir las respon-
sabilidades del poder constituye una estam-
pa bochornosa que salpica en su despresti-
gio a toda la sociedad. O
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